
 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SALA TRANSITORIA 

Magistrado Ponente :  LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO  

 

Bogotá, D.C., veintiséis (26) de julio de dos mil veintiuno (2021). 

 

 

           Proceso N°:  11001333502020170021602 

           Demandante:  NÉSTOR GERARDO CLAVIJO AYALA. 

           Demandado:  NACIÓN- RAMA JUDICIAL. 

           Controversia  Bonificación Judicial. 

 

 

Esta Sala del Tribunal asumió competencia para conocer de la acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, en virtud de lo ordenado en el 

Acuerdo PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, expedido por el 

Consejo Superior de la Judicatura, y en consecuencia, asume el  

conocimiento en segunda instancia del proceso promovido por NÉSTOR 

GERARDO CLAVIJO AYALA, contra la  NACIÓN – RAMA JUDICIAL. 

 

Visto el informe secretarial que antecede, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 247 del C.P.A.C.A., se analiza que la RAMA 

JUDICIAL, teniendo interés para recurrir, interpuso y sustentó 

oportunamente recurso de apelación contra la sentencia dictada en su 

contra en primera instancia el día 28 de mayo de 2021, por el Juzgado 

Primero Transitorio Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, 

Sección Segunda, aquél se admitirá, y por economía procesal, se ordenará 

correr traslado a las partes para que presenten por escrito sus alegatos 

de conclusión  dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de 

esta providencia.  

 

 

En consecuencia, se  

 

RESUELVE: 

 

1. ADMÍTASE el recurso de apelación interpuesto y sustentado 

oportunamente por la RAMA JUDICIAL, contra la sentencia proferida el 

día 28 de mayo de 2021, por el Juzgado Primero Transitorio 

Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, Sección Segunda, y por 

economía procesal, se ordenará correr traslado a las partes para que 

presenten por escrito sus alegatos de conclusión, ejecutoriado este 
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auto, dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de esta 

providencia. 

  

2. NOTIFÍQUESE a las partes la decisión anterior y al Ministerio Público 

en la forma establecida en los artículos 198 Num. 3, 199 y 201 del 

C.P.A.C.A., modificados por los artículos 50 a 52 de la Ley 2080 de 

2021. 

 

3. Cumplido lo anterior, devuélvase el expediente al Despacho para 

continuar con el trámite correspondiente. 

 

 

 

Notifíquese y cúmplase. 

 

 

LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO  

Magistrado Ponente 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SALA PLENA 
 

Bogotá D.C., doce (12) de abril de dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO No.  207 
 

Magistrada Ponente: PATRICIA VICTORIA MANJARRÉS BRAVO 
 

NATURALEZA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
REFERENCIA: 2500023420002021-00213-00 
DEMANDANTE: LUZ NANCY PRIETO CLAVIJO 
DEMANDADO: NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
DECISIÓN AUTO QUE DECLARA IMPEDIMENTO CONJUNTO 

 
AUTO QUE DECLARA IMPEDIMENTO CONJUNTO  

 
Encontrándose el presente asunto en trámite para proveer sobre la admisión de la 
demanda, la Sala Plena del H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca se declara 
impedida para conocer y tramitar el presente proceso previas las siguientes:  

 
CONSIDERACIONES 

 
1. De la prima especial, la bonificación judicial y el interés que le asiste a los 
Magistrados del Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

  
En el presente asunto la señora Luz Nancy Prieto Clavijo presentó demanda con el 
fin de que se acojan las siguientes declaraciones y condenas: 

 
“PRIMERA: INAPLICAR por ser inconstitucionales e ilegales, o porque ya fue anulado 
por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, el artículo 6 del Decreto 53 de 1993 
mediante sentencia del 3 de marzo de 2005, emitida por el Consejo de Estado, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Expediente No. 17021, el artículo 7 del 
Decreto 108 de 1994 mediante sentencia del 3 de marzo de 2005, emitida por el Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. Expediente No. 
17021, el artículo 7 del Decreto 49 de 1995 mediante sentencia del 3 de marzo de 2005, 
emitida por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Segunda, Expediente No. 17021, el artículo 7 del Decreto 108 de 1996 mediante 
sentencia del 3 de marzo de 2005, emitida por el Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Expediente No. 17021, el artículo 7 del 
Decreto 52 de 1997 mediante sentencia del 3 de marzo de 2005, emitida por el Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Expediente No. 
17021, el artículo 7 del Decreto 50 de 1998 mediante sentencia del 27 de octubre de 
2007, emitida por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Segunda, Expediente No. 17021, el artículo 7 del Decreto 38 de 1999 mediante sentencia 
del 14 de febrero de 2003, emitida por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Segunda, el artículo 8 del Decreto 2743 del 27 de diciembre de 
2000 mediante sentencia del 15 de abril de 2004, emitida por el Consejo de Estado, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Expediente No. 712-01, las cuales 
se encuentran en firme. 
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SEGUNDA: INAPLICAR por ser inconstitucionales e ilegales, o por haber sido anulados 
por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, el Decreto Salarial 109 de 1993, el 
Decreto Salarial 3549 de 2003, Decreto Salarial 4180 de 2004, Decreto Salarial 943 de 
2005, Decreto Salarial 396 de 2006, Decreto Salarial 625 de 2007, Decreto Salarial 665 
de 2008, Decreto Salarial 1897 de 2009, Decreto Salarial 730 de 2009, Decreto Salarial 
1395 de 2010, Decreto Salarial 1047 de 2011, Decreto Salarial 875 de 2012, Decreto 
Salarial 1035 de 2013, Decreto Salarial 019 de 2014, Decreto Salarial 205 de 2014, 
Decreto Salarial 1087 de 2015, Decreto Salarial 219 de 2016, Decreto 989 de 2017, 343 
de 2018 expedidos por el Gobierno Nacional.  
 
TERCERA: Que se declare la nulidad de las Resoluciones: No. 20183100025921 del 3 
de abril de 2018, notificada el 12 de abril de 2018, por medio de la cual se resolvió el 
derecho de petición expedido por la Jefe de Departamento de Personal la doctora Nelby 
Yolanda Arenas Herreño, y del acto ficto o presunto producto del silencio administrativo 
negativo configurado por la no resolución expresa del recurso de apelación radicado bajo 
el número 20186110405772 el 16 de abril de 2018, mediante las cuales se desconoce a 
mi poderdante, la doctora LUZ NANCY PRIETO CLAVIJO, que tiene de percibir el 30% 
de la remuneración mensual faltante para un total del 100% del salario, con las 
consecuencias prestacionales incluidas las cesantías, intereses a las cesantías y la 
prima especial de servicios contemplada en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 con las 
consecuencias prestacionales incluidas las cesantías, intereses a las cesantías, más la 
prima especial de servicios contemplada en el artículo 15 de la Ley 4ª de 1992, (en caso 
de que se apliquen topes), desde el 4 al 28 de enero de 1993 como Fiscal Seccional 213, 
desde el 26 de julio al 20 de agosto de 1993 como Fiscal Delegado ante los Jueces 
Circuito, desde el 20 de diciembre de 1993 hasta el 13 de enero de 1994 como Fiscal 
204 Delegado ante los Jueces del Circuito, del 4 al 28 de abril de 1994 como Fiscal 172 
Delegado ante los Jueces del Circuito, desde el 13 de julio de 1994 hasta el 10 de junio 
de 1996 como Fiscal Delegado ante los Jueces Municipales y Promiscuos, desde el 11 
de junio al 5 de julio de 1996 como Fiscal Delegado 260 ante los Jueces Penales del 
Circuito, desde el 6 de julio de 1996 hasta el 11 de agosto de 2008 como Fiscal Delegado 
ante los Jueces Municipales y Promiscuos, desde el 12 de agosto de 2008 hasta el 3 de 
enero de 2013 como Fiscal Delegado Ante los Jueces del Circuito, desde el 4 de enero 
al 31 de diciembre de 2013 como Fiscal Delegado ante los Jueces del Circuito 
Especializado, desde el 1 de enero de 2014 hasta el 22 de enero de 2017 como Fiscal 
Delegado ante los Jueces del Circuito, desde el 1 de julio de 2017 hasta la fecha como 
Fiscal Delegado ante los Jueces del Circuito.  
 
CUARTA: Como consecuencia de lo anterior, y a título de restablecimiento del derecho, 
se condene a la NACIÓN, LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN O LA ENTIDAD QUE 
LA REEMPLACE EN SUS FUNCIONES, a reconocer y pagar a él (a) demandante el total 
del 100% del salario con las consecuencias prestacionales incluidas las cesantías, 
intereses a las cesantías, más la prima especial de servicios señalada en el artículo 14 
de la Ley 4ª de 1992 más las consecuencias prestacionales que generen dicha prima 
especial de servicio incluidas las cesantías, intereses a las cesantías, más la prima 
especial de servicios contemplada en el artículo 15 de la Ley 4 de 1992, desde la 
posesión de él (a) demandante hasta la fecha que ocupe el cargo, y de conformidad con 
la liquidación que se hace en capítulo aparte de esta demanda. 
 
QUINTA: Que se ordene a la demandada que siga pagando el 100% de los ingresos 
mensuales a él (la) demandante con sus respectivas consecuencias prestaciones (sic) 
más la prima especial de servicios que se señala en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992 
con las consecuencias prestacionales y la prima especial de servicios contemplada en el 
artículo 15 de la Ley 4 de 1992. 
 
SEXTA: INAPLICAR por ser inconstitucionales e ilegales, o porque ya fue anulado por 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, con respecto al artículo 1 del Decreto 
0382 de 2013 la expresión “constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud” y con relación al artículo 1 del Decreto 022 de 2014 la expresión “constituye 
únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones 
y al Sistema General de Seguridad Social en Salud” y con respecto al artículo 1 del 
Decreto 1270 de 2015 la expresión “constituye únicamente factor salarial para la base 
de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud”, y con relación al artículo 1 del Decreto 1015 de 2016 la expresión 
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“constituye únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”., Y con relación al 
artículo 1 del Decreto 341 de 2018 expedidos por el Gobierno Nacional la expresión 
“constituye únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud” y normas concordantes 
expedidas por el Gobierno Nacional. 
 
SÉPTIMA: Que se declare la nulidad de las Resoluciones: No. 20183100025921 del 3 
de abril de 2018, notificada el 12 de abril de 2018, por medio de la cual se resolvió el 
derecho de petición expedido por la Jefe de Departamento de Personal la doctora Nelby 
Yolanda Arenas Herreño, y del acto ficto o presunto producto del silencio administrativo 
negativo configurado por la no resolución expresa del recurso de apelación radicado 
bajo el número 20186110405772 el 16 de abril de 2018, mediante las cuales se 
desconoce a mi poderdante, el doctor (sic) LUZ NANCY PRIETO CLAVIJO, que tiene 
de percibir la Bonificación Judicial Mensual concedida mediante el Decreto 0382 de 
2013 y reglamentada por la Fiscalía General de la Nación mediante los Decretos 022 
de 2014, 2170 de 2015, 247 de 2016, 1015 de 2017, 341 de 2018 y normas 
concordantes COMO REMUNERACIÓN MENSUAL CON CARÁCTER SALARIAL con 
las consecuencias prestacionales incluidas las primas de vacaciones, de servicios, de 
navidad, de productividad, del mes de junio, las cesantías intereses a las cesantías, 
bonificaciones y los demás emolumentos que por constitución y la ley correspondan, y 
los ajustes equivalentes al IPC del 02% asignada en el año inmediatamente anterior, 
entre el año 2014 hasta el año 2018, en el evento que sea diferente se deberán ajustar 
las tablas correspondientes para la respectiva vigencia en la diferencia que se 
presenten, previa actualización de todas las sumas desde cuando debieron ser 
canceladas, hasta el día en que se efectúe su pago, del 1 al 3 de enero de 2013 como 
Fiscal Delegado Ante los Jueces del Circuito, desde el 4 de enero al 31 de diciembre 
de 2013 como Fiscal Delegado ante los Jueces del Circuito Especializado, desde el 1 
de enero de 2014 hasta el 22 de enero de 2017 como Fiscal Delegado ante los Jueces 
del Circuito, desde el 1 de julio de 2017 hasta la fecha como Fiscal Delegado ante los 
Jueces del Circuito. 
 
OCTAVA: Como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del derecho, 
se condene a la NACIÓN, LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN O LA ENTIDAD 
QUE LA REEMPLACE EN SUS FUNCIONES, a reconocer y pagar al demandante la 
Bonificación Judicial Mensual concedida mediante el Decreto 0382 de 2013 y 
reglamentada por la Fiscalía General de la Nación mediante los Decretos 022 de 2014, 
2170 de 2015, 247 de 2016, 1015 de 2017, 341 de 2018 y normas concordantes COMO 
REMUNERACIÓN MENSUAL CON CARÁCTER SALARIAL con las consecuencias 
prestacionales incluidas las primas de vacaciones, de servicios, de navidad, de 
productividad, del mes de junio, las cesantías intereses a las cesantías, bonificaciones 
y los demás emolumentos que por constitución y la ley correspondan, y los ajustes 
equivalentes al IPC del 02% asignada en el año inmediatamente anterior, entre el año 
2014 hasta el año 2018, en el evento que sea diferente se deberán ajustar las tablas 
correspondientes para la respectiva vigencia en la diferencia que se presenten, desde 
el 01 de enero de 2013 o en algunos de los casos desde la fecha de la posesión de mi 
mandante si son posteriores, hasta la fecha que ocupe el cargo y de conformidad con 
la liquidación que se hace en capítulo aparte de esta demanda. (…) 

 
De las pretensiones antes transcritas, así como de los hechos enunciados en la 
demanda se logra establecer que la actora solicita que (i) se reconozca la prima 
especial en un valor equivalente al 30% adicional al salario básico, (iii) se otorgue 
carácter salarial a la bonificación judicial creada para los empleados y funcionarios 
de la Fiscalía General de la Nación mediante el Decreto 382 de 6 de marzo de 
2013 y que en consecuencia (iii) se reliquiden las prestaciones sociales por ella 
devengadas incluyendo estos emolumentos. 
 
Así las cosas, habrá de recordarse que, respecto a la prima especial, los artículos 
14 y 15 de la Ley 4ª de 1992 la prevén para los Jueces, Magistrados, Procuradores 
y Fiscales en los siguientes términos: 
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“ARTÍCULO 14. El Gobierno Nacional establecerá una prima no inferior al 30% ni 
superior al 60% del salario básico, sin carácter salarial para los Magistrados de todo 
orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, 
Agentes del Ministerio Público delegados ante la Rama Judicial y para los Jueces de la 
República, incluidos los Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, Auditores 
de Guerra y Jueces de Instrucción Penal Militar, excepto los que opten por la escala de 
salarios de la Fiscalía General de la Nación, con efectos a partir del primero (1o.) de 
enero de 1993. 
 
Igualmente tendrán derecho a la prima de que trata el presente artículo, los delegados 
departamentales del Registrador Nacional del Estado Civil, los Registradores del Distrito 
Capital y los niveles Directivo y Asesor de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
 
PARÁGRAFO. Dentro del mismo término revisará el sistema de remuneración de 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial sobre la base de la nivelación o 
reclasificación atendiendo criterios de equidad. 
 
ARTÍCULO 15.  Los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte 
Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado, el Procurador 
General de la Nación, el Contralor General de la República, el Fiscal General de la 
Nación, el Defensor del Pueblo y el Registrador Nacional del Estado Civil tendrán una 
prima especial de servicios, sin carácter salarial, que sumada a los demás ingresos 
laborales, igualen a los percibidos en su totalidad, por los miembros del Congreso, sin 
que en ningún caso los supere. El Gobierno podrá fijar la misma prima para los Ministros 
del Despacho, los Generales y Almirantes de la Fuerza Pública.” 
 

Así mismo, la bonificación judicial fue creada por el Gobierno Nacional en desarrollo 
de las normas generales señaladas en la Ley 4ª de 1992, que en el literal b) del 
artículo 1º dispuso: 
 

“ARTÍCULO 1o. El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y 
objetivos contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y prestacional de: (…) 
 
b) Los empleados del Congreso Nacional, la Rama Judicial, el Ministerio Público, la 
Fiscalía General de la Nación, la Organización Electoral y la Contraloría General de 
la República; (…)” 

 
En ese orden, como quiera que (i) en la demanda se tiene como marco jurídico la 
Ley 4ª de 1992, y (ii) que la demandante presta sus servicios como Fiscal 
Delegada ante los Jueces Penales del Circuito, es evidente que a los 
Magistrados de esta Corporación nos asiste un interés indirecto en el proceso, toda 
vez que la actora fundamenta sus pretensiones en disposiciones que contemplan el 
régimen salarial y prestacional de los suscritos –Art. 14 de la Ley 4 de 1992–. Luego 
entonces, se podría ver afectado el principio de imparcialidad que debe regir la 
correcta administración de justicia. 
 
La tesis expuesta en esta oportunidad, ha sido adoptada por esta Corporación 
desde el auto discutido en Sala Plena de 27 de agosto de 20181, así como también 
por la Sección Segunda del Consejo de Estado en un asunto similar radicado bajo 
el No. 2500023420002016-03375-012 (prima especial de servicios), en el cual 
señaló: 
 

 
1 T.A.C. Sala Plena. Auto 2018-00191, ago. 27/2018. M.P. Israel Soler Pedroza. 
2 C.E. Sec. Segunda. Auto 2016-03375, sep. 27/2018. M.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez. 
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“6. Encontrándose el proceso para decidir el recurso de apelación interpuesto por 
el apoderado de la Fiscalía General de la Nación, los suscritos Consejeros 
encuentran que se presenta una de las causales de impedimento previstas en el 
Código General del Proceso para conocer del presente asunto, por cuanto pese a 
que dentro del sub lite, a través de auto del 19 de octubre de 20173, se declaró 
infundado el impedimento manifestado por los Magistrados del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca en tanto la demandante es beneficiaria del 
régimen salarial especial de la Fiscalía General de la Nación contemplado en el 
Decreto 53 de 19934, dicha postura se replanteará en esta oportunidad procesal, 
por las razones que pasan a exponerse:  
 
7. Lo pretendido por la demandante es el reconocimiento de la prima especial de 
servicios y la bonificación por compensación como factor salarial, a efectos de que 
se ordene la reliquidación de sus prestaciones sociales con base en dichos 
emolumentos y la correspondiente indexación. 
 
8. Ahora bien, como se expuso, la actora está regulada por el régimen especial de 
la Fiscalía General de la Nación, en cuyo artículo 4º ibídem contempló la 
denominada «prima especial, sin carácter salarial»; por consiguiente, se encuentra 
contemplada en una disposición diferente a aquella que contempló dicho 
emolumento para los magistrados, entre otros, del Consejo de Estado, pues de ello 
se ocupó el legislador a través del artículo 15 de la Ley 4ª de 19925.  
 
9. De lo anterior, se extrae que si bien una y otra prima especial se encuentran 
reguladas en instrumentos normativos diferentes, lo cierto es que el objeto de 
discusión en este proceso es el carácter salarial del porcentaje devengado a título 
de prima especial de servicios, que no ha sido tenido en cuenta para la liquidación 
de las prestaciones sociales, lo que podría conllevar a un beneficio para los 
Magistrados que integran esta Corporación. (…) 
 
11. Por lo anterior, los integrantes de esta Sala de Sección consideramos que nos 
encontramos inmersos en la causal de impedimento prevista en el numeral 1º del 
artículo 1416 del Código General del Proceso, texto aplicable por la integración 
normativa especial del artículo 130 del CPACA, el cual consagra lo siguiente: 
  
«1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés 
directo o indirecto en el proceso.» 
 
12. La intervención como jueces de conocimiento, afectaría la posición de 
neutralidad que debe caracterizar al funcionario judicial. El interés indirecto que 
tiene el conjunto de magistrados en la actuación judicial, hace que no se preserve 
la idoneidad suficiente que podría llevar a alterar el juicio de los funcionarios, 
restándole eficacia a los atributos de independencia, equilibrio e imparcialidad que 
deben determinar la función judicial.”  

 

 
3 Folios 133 y 134 del expediente.  
4 « Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y prestacional para los servidores públicos de la Fiscalía General 
de la Nación y se dictan otras disposiciones.» 
5 «Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y 
para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras disposiciones, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución Política. 
[…] 
ARTÍCULO 15. Los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte 
Constitucional, del Consejo de Estado, el Procurador General de la Nación, el Contralor General de la República, el Fiscal 
General de la Nación, el Defensor del Pueblo y el Registrador Nacional del Estado Civil tendrán una prima especial de 
servicios, sin carácter salarial, que sumada a los demás ingresos laborales, igualen a los percibidos en su totalidad, por los 
miembros del Congreso, sin que en ningún caso los supere. El Gobierno podrá fijar la misma prima para los Ministros del 
Despacho, los Generales y Almirantes de la Fuerza Pública.» 
Aparte tachado INEXEQUIBLE mediante 
6  «Artículo 141. Causales de recusación. (…) 1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso.» 
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Así mismo, frente a la bonificación judicial de los empleados de la Fiscalía General 
de la Nación, indicó el H. Consejo de Estado7: 
 

“En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados integrantes de la 
sección segunda de esta Corporación está incurso en causal de impedimento 
frente al medio de control incoado por la demandante contra la Nación – Fiscalía 
General de la Nación y Departamento Administrativo de la Función Pública, dado 
que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del proceso, por cuanto 
de prosperar las pretensiones de la demanda se favorecerían no solo los 
empleados  que prestan sus servicios en el despacho a cargo de quien funge como 
ponente, sino de los que forman parte de la sección segunda e inclusive de toda la 
Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás decretos 
demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía General de la Nación, 
la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y las direcciones seccionales de 
la Rama Judicial, presentan el mismo fundamento jurídico, que no es otro que el 
previsto en la Ley 4ª de 1992, por ello efectuar cualquier pronunciamiento sobre el 
tema, eventualmente podría incidir de manera favorable y en forma indirecta en los 
servidores de los despachos a nuestro cargo, como se dijo” 

 
2. Frente al trámite del impedimento 
 
El artículo 130 del CPACA, señala que los Magistrados y Jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos allí previstos, así como también en las 
causales contenidas en el Art. 150 del Código de Procedimiento Civil – hoy artículo 
141 del Código General del Proceso –.  

 
En ese orden, el numeral 1º del Art. 141 del Código General del Proceso señala: 

 
“Art. 141. Causales de recusación: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés 
directo o indirecto en el proceso. (…)”8 

 
Y frente al trámite de los impedimentos, sostiene el numeral quinto del artículo 131 
del CPACA: 
 

“Art. 131 Trámite de los impedimentos: (…) 
 
5. Si el impedimento comprende a todo el Tribunal Administrativo, el expediente se 
enviará a la Sección del Consejo de Estado que conoce del tema relacionado con la 
materia objeto de controversia, para que decida de plano. Si se declara fundado, 
devolverá el expediente al tribunal de origen para el sorteo de conjueces, quienes 
deberán conocer del asunto. En caso contrario, devolverá el expediente al referido 
tribunal para que continúe su trámite.”  

 
Ahora bien, aunque en el caso de autos el impedimento en efecto, comprende a 
toda la Corporación y en consecuencia, deberá ser aprobado por la Sala Plena, de 
conformidad con el Acta de Sala Plena No. 005 de 22 de febrero de 20169 ratificada 
por el Acta No. 024 de 25 de julio de 2016, el presente auto únicamente será 

 
7 C.E., Sección Segunda. Auto 2016-00928, feb. 08/2018. M.P. Carmelo Perdomo Cuéter. 
8 Tomado del Art. 141 del CGP. 
9 “(…) Seguidamente se somete la votación de la Sala que en lo sucesivo solo las manifestaciones de impedimento sean 
firmadas por el ponente y el Presidente de la Corporación. El resultado de la votación es de veintiocho (28) votos a favor por 
lo que se declara aprobada la propuesta, a partir de la fecha. (…)” 
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suscrito por la Ponente y el Presidente del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca.  
 
3. Conclusión 

 
Teniendo en cuenta lo expuesto en precedencia, al encontramos frente a un interés 
indirecto en las resultas del proceso y teniendo en cuenta que es necesario 
asegurar la imparcialidad en toda actuación judicial y garantizar a las partes la 
objetividad que se le imprima a las decisiones judiciales, la Sala Plena del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca procede a declarar un impedimento conjunto para 
el presente asunto.  
 
Por lo brevemente expuesto, la Sala Plena del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca,   
 

RESUELVE  
 
PRIMERO: DECLARARSE impedidos para conocer, tramitar y resolver el presente 
asunto, por las razones expuestas en la providencia. 
 
SEGUNDO: De manera inmediata, por Secretaría remítase el expediente a la 
Sección Segunda, Sala de lo Contencioso Administrativo del H. Consejo de Estado, 
para que surta el trámite pertinente e infórmese de ello al interesado. 
 

Esta providencia fue discutida y aprobada en Sala Plena de la fecha.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 
 

 
 

PATRICIA VICTORIA MANJARRÉS BRAVO 
MAGISTRADA 

 
 
 
 
 
 

LUIS GILBERTO ORTEGÓN ORTEGÓN 
PRESIDENTE 

 


